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¡El latifundismo indígena es una gran mentira!: La mayoría indígena es microfundista  

Camilo González Posso - INDEPAZ

  

 

Durante la administración de Uribe Vélez se montó el sofisma  de  que los indígenas de Colombia 

son grandes latifundistas. El mismo Presidente de la República y alfiles suyos como el  

exgobernador Chaux Mosquera y el exministro Arias,  sustentaron su intransigencia ante los 

reclamos de ampliación de territorios de resguardos con  la tesis sobre el supuesto acaparamiento de 

tierras  “Los resguardos ocupan más del 27% del territorio del país, para una población que no 

llega al 3,4% del total”, repitieron sin parar ministros  y técnicos del gobierno anterior, para negar 

los derechos territoriales a los indígenas que marcharon  hasta Bogotá. Chaux Mosquera, que tenia 

línea directa con la Casa de Nariño sostenía: “Ni un metro de tierra plana para los indios, ni un 

metro más para resguardos que en realidad son improductivos y se oponen al desarrollo”. 

A pesar de los argumentos de la ONIC, el CRIC o AICO,  los embustes sobre el latifundismo 

indígena quedaron en el aire y sirvieron para que durante los últimos 8 años se haya presentado la 

más baja  ampliación de territorios o titulación de tierras de resguardos en los últimos 30 años.  A la 

par se exacerbó la presión sobre los territorios étnicos amenazados por la expansión incontrolada de 

los títulos mineros, la exploración hidrocarburifera o la sustracción de áreas protegidas para 

priorizar el avance de macroproyectos agroindustriales, turísticos y de infraestructura.  

Las investigaciones realizadas por el Proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio de la 

Población Desplazada (PPTP), publicadas bajo el título Unidades Agrícolas Familiares, tenencia y 

abandono de tierras en Colombia
1
 ofrecen instrumentos valiosos para remirar la concentración de la 

tierra en Colombia con unidades de medida mucho más adecuadas que las escalas tradicionalmente 

basadas en la información catastral según tamaño en hectáreas de los predios. Utilizando esa 

metodología se llega a la conclusión de que la mayoría de las familias indígenas de Colombia son 

microfundistas o tienen menos de una Unidad Agrícola Familiar. Como afirma Diana Alexandra 

Mendoza, autora del capítulo sobre formas colectivas de tenencia de la tierra de la mencionada 

publicación
2
: “Las aproximaciones sobre tenencia de tierras colectivas en medidas UAF, permite 

entonces afirmar que al menos 1.103.066 indígenas, es decir alrededor del 89,6% de la población 

total, está en condiciones deplorables en cuanto al acceso y aprovechamiento de la tierra (sin 

tierra o con menos de una UAF familiar)”.  

 

                                                           
 Presidente de INDEPAZ, Magister en economía y Ex Ministro de Estado. 
1 Proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada – Acción Social, Unidades Agrícolas 

Familiares, Tenencia y Abandono Forzado de Tierras en Colombia, INDEPAZ Ediciones, Bogotá D.C. Diciembre 2010, 

capítulo 5. 
2 Los otros analistas son Salomón Kalmanovitz y Camilo González Posso. Se advierte que los análisis y comentarios sobre 

la investigación realizada por los especialistas vinculados al PPTD, sólo comprometen a los autores y no constituyen 

posición oficial.    
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El microfundio indígena y la UAF 

 

Con base en la Unidad Agrícola Familiar se muestra el predominio del microfundio y la pequeña 

producción en los territorios indígenas tal y como se observa en el siguiente gráfico.    

Gráfico 1.  Aproximación a la situación de tenencia de la tierra de indígenas en zonas 

rurales según medias de UAF por familia - 2010 

 

Fuente: Cálculo de Indepaz a partir de la UAF mixta promedio por departamento. Diana Mendoza Opcit capitulo 5. 

*Cifra estimada a partir de datos DANE, censo 2005, para población indígena rural por fuera de resguardos.  

** Dato aproximado a partir de PPTP y proyecciones DANE. 

  

La ventaja de utilizar la Unidad Agrícola Familiar (UAF) como medida para hacer escalas de 

tenencia o para comparar predios entre regiones diferentes o apartadas, es la inclusión de variables 

que sustentan una determinada productividad
3
. Durante cinco décadas se ha contado en Colombia 

con la Unidad Agrícola Familiar como un instrumento de la política de tierras y se han elaborado 

guías para que los municipios, con la dirección del IGAC y del INCODER, en los que se definen 

zonas homogéneas y criterios técnicos para establecer el tamaño de la UAF según las modalidades 

de uso del suelo y las variables de productividad y competitividad territorial. En algunos municipios 

esas medidas han sido alteradas por terratenientes y acaparadores de predios – especialmente en la 

Orinoquía y Amazonía – pero en general se ha configurado como una medida que permite 

                                                           
3 La Unidad Agrícola Familiar se define como la cantidad de tierra que dedicada a la agricultura, la ganadería o 

actividades mixtas, permite un ingreso bruto promedio equivalente a 4 salarios mínimos legales vigentes, después de 

descontar costos de insumos de producción, pago de obligaciones crediticias y mano de obra no familiar ocasionalmente 

utilizada3. En otros términos, la UAF es equivalente a 2 salarios mínimos legales vigentes de excedente de capital que le 

queda a la familia para seguir invirtiendo, más el equivalente a 2 salarios mínimos legales mensuales de remuneración al 

trabajo familiar.  Esta  remuneración se redefine periodicamente según el costo de la canasta básica familiar y en la 

actualidad puede ser 3 smmlv. 
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comparaciones más calificadas que aquellas que utilizan solo escalas catastrales  de predios en 

hectáreas.  Con dichas escalas  catastrales se asumen comparables 5 hectáreas en el Valle del Cauca 

o en el altiplano cundiboyacense, con 5 hectáreas en el Meta, Arauca o Choco, lo que resulta 

inadecuado por la diferencia en calidad del suelo, infraestructura regional, distancia a centros 

urbanos, costos de intermediación y competitividad territorial, entre otros factores.  

Ahora bien: ¿Se puede utilizar la UAF definida en zonas de propiedad privada individual para 

estudiar la tenencia colectiva en resguardos y territorios de comunidades negras? Precisamente 

Mendoza realiza un ejercicio comparativo, previa la salvedad sobre los inconvenientes de no contar 

con una UAF étnica, bajo la hipótesis de que una familia indígena necesita por lo menos la misma 

tierra que una familia campesina para obtener un ingreso equivalente al que define a la Unidad 

Agrícola Familiar. Ante la inexistencia de la UAF étnica el uso de una medida similar a la de las 

zonas vecinas a los resguardos ofrece una referencia útil aunque subvalora el déficit de territorio y 

significa un desfase con la realidad sobre todo en regiones como la Amazonía, la Orinoquia, el 

Choco Biogeográfico o la Sierra Nevada de Santa Marta.
4
  

No obstante esa reserva, con base en la clasificación de microfundio, pequeña propiedad, mediana y 

gran propiedad se puede afirmar que el 89% de la población indígena de Colombia está por debajo 

de la línea de pobreza, con ingresos  familiares disponibles para consumo  inferiores a 2 salarios 

mínimos legales  mensuales. Como se señaló antes se trata de una equivalencia aceptable en las 

zonas más integradas a los mercados urbanos y locales, pero que es difícil de establecer sin valorar 

la producción de autoconsumo incluidas la caza y la pesca en zonas de selva o serranía. 

En los cálculos anteriores se incluyen 297.342 indígenas que están por fuera de resguardos y no 

tienen tierra (Tabla 1). Pero si se consideran solo las familias al interior de resguardos, el resultado 

es: El 84,7% de la población se localiza en predios con menos de una UAF; el 63.2% en 

microfundio y pequeña y mediana propiedad; y en gran  escala se ubica el 35,5% de los predios.  

Tabla 1. Tenencia de la tierra en territorios indígenas – Colombia 2010 

Tenencia de tierra Personas 
Familias (promedio de 

5,04 personas) 

Sin tierra 297.342 114.789 

Con menos de una UAF 805.724 159.866 

Entre una y dos UAF 41.225 8.180 

Entre 2 y 4 UAF 86.778 7.711 

Más de 4 UAF 61.755 16.747 

 Total 1.292.824 307.293 

Sin tierra más  con menos de una UAF 1.103.066  

 Fuente: Cálculos INDEPAZ, 2011, con base en IGAC y DANE 2010.  Diana A.Mendoza  UAF, tenencia y 

abandono de tierras en Colombia, PPTD, dicimebre de 2010, capitulo 5. 

                                                           
4
 
4
 En el Decreto 2164 de diciembre de 1995, reglamentario del capítulo XIV de la Ley160 de 1994 se dieron 

bases para definir la Unidad de Producción Indígena, UPI y en  la resolución (1740) 31 de Agosto de 2006 se 

retoma el concepto de etnoUPI, pero aparte de algunos ejercicios en comunidades de Nariño y de Tierradentro 

no se ha avanzado en esta valoración 
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Tenencia de la tierra en resguardos indígenas por departamentos 

 

La clasificación de los resguardos según Unidades Agrícolas Familiares permite mostrar que en la 

mayoría de los departamentos predomina el microfundio  y la pequeña escala en la tenencia de la 

tierra indígena (Tabla 1). Los únicos resguardos que clasificarían como gran propiedad son 36 

ubicados en zona de conservación y preservación ambiental,  los que tienen una extensión de más 

de 4 millones de hectáreas (Tabla 2).    

Tabla 2. Hipótesis de tenencia utilizando Unidad Agrícola Familiar de economía privada 

individual 

 
Escala de tenencia No. Departamentos No. 

resguardos 

Algunas características 

Microfundio – menos de 

media  Unidad Agricola 

Familiar por familia. 

9: Sucre, Huila, Caldas, Tolima, La 

Guajira, Arauca, Vichada, Meta. 

378 Parques naturales 

(Caldas, Vichada, Meta- 

EMA), desiertos de La 

Guajira y Orinoquía.  

Pequeña escala 

Entre 0,5 y 2 UAF 

7: Nariño, Cauca, Cesar, Risaralda, 

Casanare, Putumayo, Caquetá 

185 Montaña de alta 

pendiente, Amazonía y 

Orinoquía 

Mediana escala  

Más de 2 y hasta 10 UAF 

8: Chocó, Magdalena, Antioquia, 

Vaupés, Guaviare, Guaina, Norte 

de Santander, Valle  

142 Sierra Nevada, 

Orinoquía, Catatumbo y 

Choco Biogeográfico 

Gran escala  

Más de 10UAF  

4: Amazonas, Vichada, Guania, 

Chocó 

36 Amazonía, orinoquía, 

Chocó 

Fuente: INDEPAZ con base en estudio del PPTD, 2010. 

En todas las cifras anteriores se ha asumido que la totalidad del los territorios de los resguardos son 

de uso agropecuario o que están en condiciones de ser explotados para producir bienes. Este es un 

supuesto exagerado  (hipótesis nula)  que no  tiene en cuenta la cultura y tradiciones productivas, ni 

descuenta en los territorios colectivos las áreas protegidas o no aptas para la actividad productiva y 

tampoco descuenta  los lugares sagrados o en donde está prohibida la actividad económica. Si se 

introduce, como corresponde, esta restricción, el cuadro de tenencia efectiva de tierra por parte de 

las comunidades indígenas varia considerablemente y no se podría hablar de ninguna forma 

equivalente a la mediana o gran propiedad.  

En efecto, como lo señala Cecoin:  

“De las 31,2 millones de hectáreas tituladas a los resguardos indígenas, dice la ONIC, 24,7 millones (79%) 

quedan en la Amazonía y la Orinoquía, territorios que no tienen vocación para la producción agropecuaria y 

en el que habitan 71 mil indígenas, 5% del total de Colombia. 1,41 millones de indígenas colombianos apenas 

poseen 3.12 millones de hectáreas de tierra utilizables, ó sea menos de tres hectáreas por persona; los 

indígenas son el 14.2% de la población rural del país, pero sólo poseen el 6.8 % de las tierras con vocación 

agropecuaria”5. 

                                                           
5 En CECOIN, Resguardos contra la muerte, 2006.  
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Si se consideran como mediana escala en Unidades Agrícolas Familiares a los indígenas de la Sierra 

Nevada, se deduciría que su ingreso para consumo mensual es superior a los $6 millones de pesos 

por familia, después de gastos en insumos o créditos para invertir. A su vez, si se clasifican como 

grandes propietarios -con más de 10 Unidades Agrícolas Familiares- a los indígenas del Amazonas 

o Vichada, se estaría afirmando que sus ingresos promedio mensuales por familia son superiores a 

12 millones de pesos. El solo enunciado de esta equivalencia monetaria ilustra lo absurdo de la tesis 

sobre el carácter latifundista o incluso de medianos propietarios en las escalas UAF utilizadas para 

propiedad privada
6
. Precisamente, en los departamentos de la Amazonía y Orinoquía, la realidad 

evidencia la existencia de numerosas etnias integradas por pocas familias cuyos ingresos promedio 

mensuales son inferiores a un salario mínimo mensual.  

El resumen del panorama por departamentos leído en escalas de Unidades Agrícolas Familiares 

sería el siguiente:  

- Amazonía: Predomina la pequeña propiedad con menos de una Unidad Agrícola Familiar 

(entre 0,9 y 1,8 UAF). 

- Orinoquía: Predomina el microfundio con menos de 0,5 UAF (entre 0,3 y 0,6UAF). 

- Choco Biopacífico: Predomina microfundio y pequeña propiedad con menos de una UAF. 

- Sierra Nevada: Predomina la pequeña propiedad con menos de una UAF promedio. 

- La Guajira: Predomina el microfundio con menos de 0,5 UAF promedio. 

- Cauca y Nariño – zona andina: Predomina el microfundio y la pequeña propiedad con 

menos de 1 UAF promedio. 

 

 

 

Propiedad colectiva de pueblos indígenas  

En Colombia se han reconocido derechos de propiedad colectiva de pueblos indígenas sobre 31,8 

millones de hectáreas, incluyendo los resguardos coloniales.  Cerca de 24,5 millones de has de esta 

superficie se sobreponen (traslapan) con áreas protegidas ambientalmente (reservas forestales de la 

Ley 2 de 1959 y Parques Nacionales Naturales - PNN). Es decir, 7,3millones de hectáreas son 

exclusivamente territorios indígenas (Tabla 4 y mapa 1). Con base en esta tabla, en seguida se 

revisa la situación de los territorios indígenas en la Amazonia y  Orinoquia, en la Guajira y en el 

Cauca.  

                                                           
6 La mediana propiedad (entre 2 y 10 UAF) se define como aquella que genera excedentes de capital entre 4 y 20 salarios 

mínimos legales vigentes, o 6 millones de pesos promedio mensual por familia. La gran propiedad (más de 10UAF) 

genera más de 20 salarios mínimos legales vigentes, lo que en 2011 significa más de 10 millones de pesos de utilidades 

mensuales por predio familiar o particular. 
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Mapa 1. Resguardos indígenas 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: OCHA, 2009 

Latifundio indígena en Amazonia y Orinoquía: ¿Ignorancia o algo más? 

Una rápida mirada al  mapa de resguardos del país permite afirmar que cerca del 80% del territorio 

colectivo indígena está en los departamentos de Amazonas, Vaupés, Guanía y Vichada (Mapa 1).  

En cada uno de los tres primeros de esta lista el área de resguardos es más del 90% del total de área 

del departamento y en Vichada el 25%. En ellos habitan 90.141 personas en 85 resguardos que 

pertenecen a 49 pueblos indígenas, varios de ellos en peligro de desaparición
7
.  Es decir el 8,7% del 

total de la población indígena. Durante siglos estos pueblos han estado sometidos a la disputa por 

sus territorios y han luchado por sobrevivir con su cultura y su forma de integración con los 

ecosistemas y su  biodiversidad.  

En las últimas décadas del siglo XX se volvió a reconocer sus derechos con la constitución de 

resguardos que se superponen con áreas de protección y conservación de la Amazonía (reservas 

forestales de la Ley 2 de 1959 y Parques Nacionales Naturales - PNN), creadas en desarrollo de los 

compromisos internacionales en materia de biodiversidad y protección de ecosistemas de especial 

relevancia nacional e internacional – Tabla 3-. En el segundo quinquenio de los años 80s se 

aprobaron los  grandes resguardos del Putumayo, Amazonas,  Guanía y Vaupes en una combinación 

                                                           
7 Amazonas (Andoke, Barasana, Bora, Cocama, Inga, Karijona, Kawiyarí, Kubeo, Letuama, Makuna, Matapí, Miraña, 

Nonuya, Ocaina, Tanimuka, Tariano, Tikuna, Uitoto, Yagua, Yauna, Yukuna, Yuri); Guainía (Kurripako, Piapoco, 

Puinave, Sicuani, Yeral); Guaviare (Desano, Guayabero, Karijona, Kubeo, Kurripako, Nukak, Piaroa, Piratapuyo, 

Puinave, Sikuani, Tucano, Wanano);  Vaupés (Bara, Barasana, Carapana, Desano, Kawiyarí, Kubeo, Kurripako, Makuna, 

Nukak, Piratapuyo, Pisamira, Siriano, Taiwano, Tariano, Tatuyo, Tucano, Tuyuka, Wanano, Yurutí) y Vichada 

(Kurripako, Piapoco, Piaroa, Puinave, Sáliba, Sikuane). 
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de reconocimiento a derechos de los pueblos y política de protección ambiental. Y este salto 

adelante, muy coherente con los Convenios de Rio y Kioto y con los de Naciones Unidas sobre 

derechos indígenas, fue incorporado en los mandatos constitucionales de 1991. 

Sin embargo, las políticas de reconocimiento de derechos de los pueblos indígenas han chocado 

desde el siglo XV con las fuerzas de la colonización, las que se han asimilado al denominado 

progreso. Casi todo el departamento de Caquetá, como los departamentos del Meta, Casanare y  

Guaviare fueron pioneros en la colonización con ganadería extensiva, la explotación de pieles  y en 

los últimos 20 años con  cultivos de coca. En la colonización, en medio de la guerra o de los 

conflictos armados, la peor parte la han llevado los pueblos indígenas de la Amazonía y la 

Orinoquía que han sido continuamente desplazados, sedentarizados a la fuerza, convertidos en 

jornaleros de ocasión, desplazados y  confinados en lo profundo de su propio territorio
8
, por  

caucheros, buscadores de oro y otros interesados en las riquezas naturales de sus territorios. 

Lo ocurrido en el Meta y Guaviare es un ejemplo de  las tensiones entre el crecimiento basado en la 

gran propiedad y la explotación minero energética, y los derechos de los indígenas o de pequeños 

productores y finqueros. Los megaproyectos de agrocombustibles le disputan el territorio no solo a 

la ganaderia extensiva, sino a la producción de granos y alimentos para el mercado interno. La 

necesidad de economías de escala entra en contradicción con la propiedad colectiva indígena, con 

las zonas protegidas y con la titulación de baldios a colonos, pequeños y medianos finqueros. El 

modelo de monocultivos a gran escala, altamente subsidiados o protegidos con exensiones y gabelas 

tributarias al estilo de la caña en el  Valle del Cauca, reclama una redistribución perversa de la 

propiedad o  control de la tierra y los territorios. 

En estas primeras décadas del siglo XXI, la “civilización” quiere culminar la tarea  en el Guaviare y 

Vichada y Meta
9
. De igual forma se prevé colonizar las regiones más preservadas de Vaupés y 

Guainía, a través de la minería
10

 y los hidrocarburos, ampliamente desarrollada en Meta,  pese a que 

“la conquista de la penúltima y última frontera” contraria los derechos consagrados en las leyes 

originarias de los nativos y en la normativa étnica y ambiental. 

  

Propiedad colectiva en La Guajira 

En la Tabla 3 se incluyen algunas cifras sobre tenencia de la tierra de propiedad colectiva que 

permiten mostrar el panorama en zonas distintas a la Amazonía y la Orinoquía  a las cuales le 

corresponde el 20% del territorio de resguardos y en donde habitan  53 etnias en 549 resguardos, el 

81,3% de la población indígena de Colombia. Las etnias más numerosas son los Wayuu, Nasas, 

Emberas y los Misak – Guambianos.  

 

                                                           
8 SINCHI, Guaviare, Población y Territorio, TM Ediciones, 1999. 
9 Ver: Locomotoras minera, del agro e infraestructura en el Proyecto de ley del Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014: 

Prosperidad para Todos. 
10 Dentro de los recursos se encuentran el coltán, denominado el “oro azul” o “el mineral de la muerte” (Ver: 

http://www.semana.com/nacion/guerra-coltan/131652-3.aspx y 

http://www.simiomobile.com/downloads/coltan_mineral_muerte.pdf, y la cal, producto fundamental para habilitar las 

tierras de la Orinoquia (Ver: http://m.eltiempo.com/economia/negocios/gobierno-presenta-hoy-plan-de-choque-para-

recuperacion-de-la-orinoquia/8994020/1 y http://www.semana.com/nacion/vecinos-amigos/66403-3.aspx).    

http://www.semana.com/nacion/guerra-coltan/131652-3.aspx
http://www.simiomobile.com/downloads/coltan_mineral_muerte.pdf
http://m.eltiempo.com/economia/negocios/gobierno-presenta-hoy-plan-de-choque-para-recuperacion-de-la-orinoquia/8994020/1
http://m.eltiempo.com/economia/negocios/gobierno-presenta-hoy-plan-de-choque-para-recuperacion-de-la-orinoquia/8994020/1
http://www.semana.com/nacion/vecinos-amigos/66403-3.aspx
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Tabla 3. Área de resguardos y territorios indígenas 

Territorios étnicos y áreas ambientales Hectáreas Familias 

No. 

Resguardos Pueblos 

Derechos de pueblos indígenas con resguardos de 

origen colonial 31.840.619   744   

Resguardos indígenas registrados 28.811.366   634 92 

Áreas protegidas de PNN superpuestas con 

resguardos - sin incluir traslape con reservas 

forestales Ley 2 de 1959 3.588.816       

Áreas en territorio indígena no superpuesta con 

zonas protegidas 7.302.109       

Reservas forestales  y PNN superpuestas con 

resguardos  24.538.510       

Reservas forestales superpuestas con resguardos  

Ley 2 de 1959 20.949.694   304   

Resguardos en Amazonía oriental (Amazonas, 

Vaupés, Guaina) 

                       

19.558.935  84.391 53 33 

Resguardos en Vichada 3.448.115 5.750 32 6 

Resguardos en La Guajira - incluido desierto 1.255.569 45.211 22 1 

       

Territorio de propiedad colectiva en las otras  zonas 

(sin amazonía oriental, Vichada, La Guajira) 

                         

7.578.000   68.262 527 52 

Áreas protegidas superpuestas con otras zonas (sin 

Amazonía oriental, Vichada  y La Guajira) 

                         

4.630.149        
Fuentes: INDEPAZ con base en cifras del IGAC, DANE y PPTD 2010. 

 

Los Wayuu, con cerca de 45 mil familias habitan en 22 resguardos en  la península de La Guajira, 

zona desértica en su mayor parte. Los Wayúu han sido progresivamente desplazados de las tierras 

más fértiles situadas en las vegas de riachuelos y  del rio Ranchería y su territorio ha sido 

atravesado por la explotación y transporte de carbón.  En escala de Unidades Agricolas Familiares a 

cada familia nuclear wayúu le corresponde un microfundio de  0,4 UAF (27,7 hectáreas promedio 

familia), es decir con capacidad de generar en actividades agropecuarias valor agregado inferior a 

un salario mínimo mensual
11

.  Es sabido que los Wayuu se organizan a partir de los clanes y las 

familias son extensas, matrilineales y poligámicas. Entre sus actividades tradicionales se destaca el 

pastoreo, que si bien es apenas un componente del total de los ingresos, su significación está 

asociada a la cultura, a las dotes y al estatus dentro del clan o entre ellos. Es por ello que el carácter 

necesariamente extensivo del pastoreo y de la vida frecuentemente itinerante de los Wayuu le da 

mayor significación al territorio.  

Microfundio indígena en la zona andina: Cauca un ejemplo estudiado 

En el departamento del Cauca es evidente la inconsistencia del argumento del latifundismo 

indígena. Por vía de ejemplo, la situación del pueblo Misak - Misak, que habita en Santiago de 

                                                           
11 Con los datos del PPTD – Acción Social de la Presidencia de la República, el promedio sería de 0,7 UAF por familia 

que equivale a un promedio de 54 hectáreas. La diferencia con las cifras de la tabla 3 están en el censo de población y 

número de familias que esta subvalorado en los datos de Acción Social. 
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Guambia, municipio de Silvia, Cauca, es ilustrativa de la situación de microfundio extremo en 

resguardos indígenas. Este pueblo con una  población de 25 mil personas ocupan en 5 resguardos 

menos de 20 mil hectáreas, las que se localizan en zona de montaña con altas pendientes, paramos 

y, en tierras de mala calidad. Es decir que a cada familia de este pueblo de tradición agrícola le 

corresponde menos de un tercio de hectárea para subsistir. A cada familia le corresponde lo 

equivalente a 0,47 UAF. 

Similar situación se presenta con el pueblo Nasa que habita en su mayoría en el departamento del 

Cauca. En promedio tienen menos de 4 hectáreas utilizables por familia en una zona donde la 

Unidad Agrícola familiar de los colonos campesinos es del orden de 16 hectáreas. Tampoco puede 

predicarse atesoramiento de tierra por parte de los  Yanaconas y Kokonucos, por mencionar solo los 

más numerosos en la zona andina. 

En la controversia entre el gobierno y la Minga Indígena, que tuvo un momento culminante en el 

foro realizado en el Resguardo de La María – Piendamó en octubre de 2008, se presentaron estudios 

y cifras sobre la realidad de la tenencia de la tierra en el departamento del Cauca. No obstante la 

polarización de un debate antecedido por la represión armada contra la marcha indígena, a la hora 

de los datos el gobierno llevó a la conclusión de que después de descontar las áreas de paramo y de 

Parques Nacionales no explotables, el promedio por familia indígena en el Cauca es de 4,5 

hectáreas. Con las cuenta del CRIC el dato es de 3,7 hectáreas por familia. En cuanto a deficit la 

diferencia estuvo entre 196 mil hectáreas en las cuentas del gobierno y 240 mil hectáreas en las del 

CRIC 
12

.  Con una u otra estadística la conclusión fue clara: en lugar de indigenas latifundistas lo 

que existe es una situación precaria como resultado de un proceso histórico de confinamiento hacia 

la coordillera.   

Desplazamiento e intereses económicos sobre los territorios étnicos-

ambientales 

La disputa por los territorios étnicos-ambientales por parte de actores armados y negociantes 

desarmados, es causa directa de las masivas y sistemáticas violaciones de derechos humanos de los 

pueblos indígenas, entre ellas el desplazamiento forzado. Este se evidencia principalmente en 

Vichada, Vaupés y Guaviare; seguido por  Putumayo, varios municipios del litoral pacífico, las 

sabanas del Sinú  y la Sierra Nevada de Santa Marta. (Mapa 2). Si bien no son las únicas regiones 

azotadas por la expulsión forzada, son las que han sufrido el mayor impacto de grupos armados que 

realizan la primera fase de ocupación de territorios ancestrales, constituidos o no. Culminada – o 

avanzada -  esta fase de violencia y expulsión se inició la de los “ocupantes de buena fe”, con el 

concurso de autoridades públicas (notarios, registradores, servidores del Incoder, entre otros 

intermediarios),  la que es el preludio de la consolidación territorial y de la llegada del “progreso” y 

el crecimiento económico. 

En síntesis, el asunto de fondo no es la discusión sobre si los indígenas son latifundistas como lo  

afirman algunos ideólogos de la colonización armada hacia el oriente, el pacífico o las sabanas del 

Caribe, entre otras regiones. Dicha afirmación en realidad es la versión primitiva de  concepciones 

sobre el desarrollo y la prioridad de la gran producción sobre los derechos etnicos y derechos 

                                                           
12 Fuentes: Plan de Vida Regional de los Pueblos Indígenas del Cauca, CRIC 2008 y prensa Presidencia de la República, 

alocución del Presidente, octubre 22 de 2008. Ver: González, C. “Indígenas: ¿terratenientes o microfundistas?, 2008. En: 

Revista Punto de Encuentro, noviebre de 2008 y  “A quién creerle?”. En: El Espectador, 26 de octubre de 2008. 
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ambientales. Estas visiones del crecimiento económico son promovidas por agentes económicos  

que necesitan subvertir los derechos fundamentales de los pueblos indígenas  para entregar, “con 

todas las de la ley”, territorios  a inversionistas de macroproyectos agroindustriales, forestales, 

mineros o energéticos, entre otros.  

  

Mapa 2.  Expulsión de indígenas 

 

Gran parte de los conflictos se derivan de la esquizofrenia de las normas y políticas públicas. 

Ejemplo de ello, es que de una parte, la legislación minera declara de utilidad pública e interés 

social la exploración y explotación de recursos, lo que implica que dichas actividades priman sobre 

los derechos individuales o colectivos. De la otra, la Constitución, los compromisos internacionales 

ratificados por Colombia y la jurisprudencia internacional y nacional ratifican el reconocimiento de 

los pueblos indígenas y demás grupos étnicos y demandan la garantía y protección de sus derechos 

colectivos. La tensión entre los derechos a la propiedad colectiva de los grupos étnicos y la 

propiedad individual ha sido analizada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en varios 

de sus pronunciamientos, en los que ha ratificado que el derecho sobre la tierra y los territorios que 

ocupan ancestralmente está estrechamente relacionado con la realización de otros derechos 

(autonomía, participación, usos y cultura, etc.),  todos ellos necesarios para garantizar su 

pervivencia como grupos diferenciados.
13

  

                                                           
13

 Salinas Abdala Yamile, Situación de los pueblos indígenas en Colombia, KASPAPER No. 4. Septiembre 2009  

B r a z i lB r a z i lE c u a d o rE c u a d o r

P a n a m aP a n a m a

P e r úP e r ú

V e n e z u e l aV e n e z u e l a

Cumaribo

1298

Mitú

1193

S José Guaviare

855

Tame

683

Barranco Mina

966

Tierralta

893

Tibú

629

Buenaventura

584

Tumaco

773

Valledupar

1922

Orito

1452

Riohacha

949

Puerto Guzmán

947

Barbacoas

719

Timbiquí

1411

Dibulla

807

Puerto Asís

1298

Ortega

596

Villagarzón

1247

Natagaima

739

San Juan del Cesar

1357

Toribío

1295

Valle del Guamuéz

1504

Pueblo Rico

696

Tumaco

773 Cumbitara

674

0 50 100 150 20025

Km[

Convenciones

Expulsion acumulada  de indígenas

1 - 80

81 - 261

262 - 570

571 - 966

967 - 1922



11 

 

 

Conclusiones  

En lo relativo a los derechos comunales sobre la tierra y territorios de los grupos étnicos, la 

refutación de los sofismas sobre el latifundismo de los resguardos, lleva a profundizar en el 

principio de  que el territorio vital  de los pueblos indígenas no es solo un derecho inalienable sino 

que es un derecho superior al interés de otras personas, grupos sociales o a la puesta en marcha de 

proyectos de inversión.  Este principio demanda de la sociedad y del Estado el reconocimiento del 

derecho a la vida y a la existencia de dichos pueblos como un asunto de interés general.  

Así mismo, la realización del derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas exige 

atender y priorizar sus requerimientos en cuanto a la constitución, ampliación, saneamiento y 

clarificación, amojonamiento y delimitación de resguardos. Además este derecho demanda el 

reconocimiento pleno de los resguardos coloniales y de las reservas indígenas, las que deben ser 

constituidas como resguardos.  En los inventarios realizados por el CRIC y CONAI los reclamos 

indígenas en todos estos aspectos se acercan a 2 millones de hectáreas, lo que en lugar de motivar 

silencio o desconocimiento de derechos debería ser objeto de políticas públicas.  

Y este reconocimineto del derecho al territorio va de la mano de la garantía de otros derechos, 

incluida la reparación integral por los daños producidos por la violencia sistemática y multiforme 

que ha victimizado de manera especial a los grupos étnicos.  


